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Sobre:  
Daños y Perjuicios 

 
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Bonilla Ortiz, el Juez 

Pagán Ocasio y la Jueza Martínez Cordero. 
 

Pagán Ocasio, juez ponente 
 

RESOLUCIÓN   
 

En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2024. 

I. 

 El 3 de julio de 2024, la Puerto Rico Telephone Company, Inc. 

h/n/c Claro Puerto Rico (PRTC o parte peticionaria) presentó una 

Petición de Certiorari en la que solicitó que revoquemos una 

Resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Bayamón (TPI o foro recurrido) el 9 de mayo de 2024, 

notificada y archivada digitalmente en autos al día siguiente.2 

Mediante el dictamen, el TPI declaró No Ha Lugar una Moción en 

solicitud de sentencia sumaria promovida por la parte peticionaria 

en el pleito por daños y perjuicios que la señora Paola Ortiz Cabrera 

(señora Ortiz Cabrera o recurrida) lleva en contra de la PRTC, 

Alvacom Employment Solutions (Alvacom) y el señor Gilberto Ramos 

(señor Gilberto Ramos). 

 
1 Véase Orden Administrativa OATA-2024-080 del 9 de julio de 2024. 
2 Apéndice de la Petición de Certiorari, Anejo 12, págs. 363-381. 
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 El 10 de julio de 2024, emitimos una Resolución en la que le 

concedimos a la señora Ortiz Cabrera un término de diez (10) días 

para exponer su posición sobre los méritos del recurso. 

 Transcurrido el término provisto a la recurrida para que se 

expresara sobre los méritos de la Petición de Certiorari sin que lo 

hiciera, damos por perfeccionado el recurso. En adelante, 

pormenorizaremos los hechos procesales importantes para la 

atención de este caso. 

II. 

 El caso de marras tiene su génesis el 29 de junio de 2022 

cuando la señora Ortiz Cabrera presentó una Demanda en 

reclamación de daños y perjuicios en contra del señor Ramos y la 

PRTC.3 En ella alegó que el señor Ramos, en el ejercicio de sus 

funciones como empleado de la PRTC, accesó al celular de la 

recurrida y se apropió de material sensitivo de esta, enviándolo a su 

propio dispositivo telefónico. Según imputó, esta acción violó su 

intimidad y le causó daños. Por ello, además del señor Ramos, la 

parte peticionaria debía responder por su falta de cuidado, 

supervisión, capacitación y controles. Estimó los daños en no menos 

de quinientos mil dólares ($500,000.00). 

 Luego de múltiples trámites procesales, los cuales incluyeron 

el litigio que desembocó en el KLCE2022011444, el 16 de noviembre 

de 2022, la recurrida presentó una Demanda Enmendada en la que 

incluyó a Alvacom como parte demandada y, en consecuencia, 

expandió las alegaciones de la reclamación.5 

 El 19 de diciembre de 2022, Alvacom presentó una 

Contestación a Demanda Enmendada en la que respondió a la 

 
3 Entrada Núm. 1 del expediente digital del caso en el Sistema Unificado de Manejo 

y Administración de Casos (SUMAC). 
4 En esa ocasión, este Panel expidió el auto de certiorari, modificó la Resolución 
recurrida en ese entonces para ordenar a la señora Ortiz Cabrera que incluyera a 

Alvacom como parte demandada. 
5 Apéndice de la Petición de Certiorari, Anejo 2, págs. 004-029. 
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reclamación presentada en su contra.6 El 21 de diciembre de 2022, 

la PRTC hizo lo mismo.7 

  Tras varios trámites procesales, los cuales incluyeron el 

descubrimiento de prueba, el 15 de enero de 2024, la PRTC radicó 

una Moción en solicitud de sentencia sumaria en la que solicitó que 

se dictara sentencia sumaria a su favor, desestimando la Demanda 

Enmendada.8 En la solicitud consignó setenta y tres hechos (73) 

que, a su entender, no estaban en controversia. Según arguyó, estos 

hechos forzaban la conclusión de que la PRTC no debía estar sujeta 

a responsabilidad alguna porque la doctrina de responsabilidad 

vicaria no era aplicable al caso. A su entender, la parte peticionaria 

no era responsable por ninguno de los reclamos de la señora Ortiz 

Cabrera por los actos del señor Ramos, quien era empleado de 

Alvacom, empresa dedicada a la ubicación de empleados 

temporeros, a su vez contratada por la PRTC. Por esa razón, planteó 

que no sostuvo una relación patrono-empleado con el señor Ramos, 

quien además actuó en beneficio propio, en contradicción de las 

políticas de la empresa y sin que sus funciones fueran 

irrazonablemente peligrosas. En síntesis, argumentó que no existía 

razón para encontrar que Alvacom respondiera por las acciones del 

señor Ramos como patrono y, menos todavía, para resolver que la 

PRTC era responsable como contratante. En apoyo de su solicitud, 

la parte peticionaria incluyó la transcripción de la deposición de la 

recurrida, un informe de seguridad de la PRTC, la política de uso de 

celulares de la compañía y la política de privacidad de la 

información, dos recibos de dichas políticas firmados por el señor 

Ramos, la determinación de no causa en contra del señor Ramos por 

delitos relacionados a los hechos que dieron pie al caso, los 

 
6 Íd., Anejo 3, págs. 010-014. 
7 Íd., Anejo 4, págs. 015-019. 
8 Íd., Anejo 5, págs. 020-259. 
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contratos de empleo temporero del señor Ramos y el acuerdo de 

confidencialidad firmado por este con la PRTC.9 

El 26 de febrero de 2024, la señora Ortiz Cabrera presentó una 

Oposición a “Moción en solicitud de sentencia sumaria” presentada 

por la PRTC en la que solicitó al TPI que declarara que no procedía 

dictar sentencia sumaria y ordenara la continuación de los 

procedimientos.10 En ella, admitió cuarenta y ocho (48) de los 

hechos que la PRTC plasmó como incontrovertidos, objetó once (11) 

por basarse en prueba de referencia inadmisible en evidencia, 

descartó siete (7) por no ser materiales a la controversia, negó cuatro 

(4), objetó dos (2) y buscó aclarar uno (1).  

A su entender, la prueba incluida por la PRTC demostraba que: 

(1) el señor Ramos era empleado temporero de PRTC, en virtud de la 

Ley de compañías de servicios temporeros, Ley Núm. 26 de 1992, 

según enmendada, 29 LPRA secs. 575 et seq., (Ley de compañías de 

servicios temporeros); (2) no fue probado que el señor Ramos era un 

contratista independiente al servicio de la PRTC; (3) era aplicable el 

Art. 1540(d) del Código Civil de Puerto Rico de 2020, 31 LPRA sec. 

10805(d), sobre la responsabilidad vicaria de patronos respecto a 

sus empleados; y (4) el acto negligente, intencional y temerario del 

señor Ramos ocurrió mientras ejercía sus funciones para PRTC. 

El 5 de marzo de 2024, la PRTC radicó una Réplica de la PRTC 

a oposición a moción de sentencia sumaria en la que reiteró su 

solicitud de que se desestimara la totalidad de las reclamaciones en 

su contra.11 

El 10 de marzo de 2024, la señora Ortiz Cabrera presentó una 

Dúplica a “Réplica de la PRTC a oposición a solicitud de sentencia 

sumaria” en la que arguyó que existía una presunción de 

 
9 Íd. 
10 Íd., Anejo 9, págs. 333-353. 
11 Íd., Anejo 10, págs. 354-358. 
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responsabilidad que le correspondía rebatir a la PRTC y, por lo tanto, 

no procedía dictar sentencia sumaria, sino ordenar la continuación 

de los procesos.12 

El 9 de mayo de 2024, el TPI emitió la Resolución recurrida en 

la que no concedió la Moción en solicitud de sentencia sumaria 

promovida por la PRTC y ordenó la continuación del trámite 

ordinario del pleito.13 Evaluadas las mociones y la prueba incluida, 

determinó que los siguientes veintiún (21) hechos no estaban en 

controversia: 

1. El viernes, 17 de junio de 2022, la señora Ortiz acudió al 
Centro de Atención al Cliente de la PRTC, en San Patricio 
Plaza (Claro), para cambiar el aparato de teléfono celular 
que poseía, que era un Iphone modelo Pro-Max 13, para 
hacerle un ‘upgrade’ por un modelo Pro-Max. 

2. Ese día, viernes, 17 de junio de 2022, según solicitó, le 
cambiaron el Iphone Pro-Max 13 por el Iphone Pro-Max 
14. 

3. La señora Ortiz identificó al vendedor a cargo de ese 
cambio del día 17 de junio de 2022 como Kahlil Reyes, a 
quien describe como “mi vendedor de Claro”, porque es 
con quien se comunica para hacer el cambio de equipo y 
otras transacciones.  

4. Al día siguiente, sábado, 18 de junio de 2022, la señora 
Ortiz regresó al Centro de Atención al Cliente de San 
Patricio Plaza, en Guaynabo, para reportar que la unidad 
recién adquirida estaba dando problemas con el acceso al 
Internet, porque no le cargaban las páginas de las redes 
sociales. 

5. El Sr. Gilberto Ramos, fue empleado temporero de 
Alvacom, y que estuvo asignado, mediante asignación 
temporera, en PRTC h/n/c Claro desde el 23 de 
septiembre de 2021 a 29 de agosto de 2022, fecha en que 
fue dado de baja como empleado de la empresa. 

6. El señor Ramos trabajaba en el Centro de Atención al 
Cliente de San Patricio Plaza, en Guaynabo. El señor 
Ramos atendió a la señora Ortiz, el 18 de junio de 2022, 

después de las 4:30 PM.  
7. El señor Ramos le instruyó a la señora Ortiz que dejara 

la unidad bajo su custodia con el propósito de verificar si 
había que corregir algún ajuste en la configuración, o si 
era que el teléfono estaba dañado, en cuyo caso se 
cambiaría la unidad por estar en garantía. 

8. La señora Ortiz era seguidora en la red social Instagram 
del señor Ramos y a su vez, él también la seguía a ella en 
su red social Instagram.  

9. Luego de que la señora Ortiz se fue del Centro, el señor 
Ramos entró al Área Técnica, a las 5:43 PM, para entregar 
un documento, y luego regresó a ese lugar, a las 6:15 PM, 
6:23 PM, 6:32 PM, 6:34 PM, 6:37 PM y 6:39 PM.  

10. En la entrada que hizo el señor Ramos al Área Técnica a 
las 6:39 PM, sacó el teléfono para mostrarlo a la señora 

 
12 Íd., Anejo 11, págs. 359-362. 
13 Notificada y archivada digitalmente en autos al día siguiente. Íd., Anejo 12, 

págs. 363-381. 
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Ortiz, quien ya había regresado a la tienda. (Anejo 2, 
Informe de Seguridad de la PRTC)  

11. El 20 de junio de 2022, la señora Ortiz acudió 
nuevamente al Centro Comercial San Patricio Plaza, 
desde donde llamó a la Policía para querellarse en contra 
del señor Ramos.  

12. Por los hechos alegados en contra del señor Ramos, la 
Policía de Puerto Rico presentó, el 6 de febrero de 2023, 
una denuncia, por un delito menos grave, en violación al 
Art. 152 del Código Penal, que versa sobre la distribución 
de material obsceno, a través de medios de comunicación.  

13. La señora Ortiz rechazó continuar con el proceso criminal 
en contra del señor Ramos, luego de la determinación de 
no causa. 

14. La señora Ortiz decidió continuar con el procedimiento 
civil de epígrafe, en contra del señor Ramos y de la PRTC 
(Claro), que presentó el 29 de junio de 2022, a once (11) 
días de los hechos.  

15. El señor Ramos era un empleado temporero de la agencia 
de empleos Alvacom, que el 23 de septiembre de 2021 lo 
asignó a trabajar en la PRTC como Consultor de Ventas y 
Servicio de Claro.  

16. Aunque la contratación inicial fue hasta el 31 de octubre 
de 2021, el contrato se renovó mensualmente hasta el 31 
de agosto de 2022.  

17. El señor Ramos obtuvo información confidencial para uso 
personal del teléfono de la señora Ortiz.  

18. Al momento de ocurrir este evento, el teléfono celular de 
la señora Ortiz estaba bajo el cuido y custodia de Claro 
(PRTC).  

19. La señora Ortiz no ha visto el video posteado en ninguna 
red social.  

20. La señora Ortiz no fue a ningún médico, psicólogo ni 
consejero para recibir ayuda por los daños que alega 
haber sufrido a raíz del incidente por el cual reclama en 
la Demanda.  

21. La señora Ortiz no tomó ningún medicamento para aliviar 
ningún malestar que le haya ocasionado el incidente por 
el que reclama en la Demanda.14 

 

A su vez, resolvió que los siguientes tres (3) hechos estaban 

en controversia: 

1. Determinar si Claro y Alvacom tienen responsabilidad por 
los hechos alegados en la demanda. 

2. Si Claro tenía suficientes mecanismos para prevenir que 

sus empleados y contratistas obtuvieran información 
indebida de los teléfonos que sus clientes les dejaban a 
esta empresa para reparar. 

3. Si la señora Ortiz sufrió daño y a cuánto asciende este 
daño.15 

Cónsono con lo anterior, concluyó que existía suficiente prueba para 

creer que podía existir responsabilidad por parte de PRTC y 

Alvacom. A esto añadió que: (1) la mayoría de los hechos propuestos 

por la PRTC como probados eran irrelevantes a la controversia o 

meras alegaciones; (2) independientemente de la relación entre la 

 
14 Íd., págs. 368-370. 
15 Íd., pág. 370. 
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PRTC y el señor Ramos, la empresa estaba obligada a custodiar 

adecuadamente el teléfono de la recurrida y no ha demostrado que 

lo hiciera; (3) no quedó establecido cuándo ocurrió el evento y si 

ocurrió mientras el señor Ramos realizaba sus tareas; y (4) la PRTC 

aceptó que no había vigilancia o supervisión del área en la que 

ocurrieron los hechos y, por tanto, no era necesario examinar si la 

actividad del señor Ramos era en beneficio de la empresa.  

 El 28 de mayo de 2024, la PRTC radicó una Moción de 

reconsideración y solicitud de determinaciones de hechos adicionales 

y conclusiones de derecho en la que solicitó al TPI que reconsiderara 

su dictamen y que incluyera determinaciones de hechos y 

conclusiones de derecho adicionales.16 

 El 3 de junio de 2024, la señora Ortiz Cabrera presentó una 

Oposición a moción de reconsideración, determinaciones de hechos 

adicionales y solicitud se declare sin lugar en la que solicitó que se 

declarara Sin Lugar la reconsideración.17 

 Ese mismo día, el TPI emitió, notificó y archivó digitalmente 

en autos una Resolución en la que declaró No Ha Lugar la solicitud 

de reconsideración presentada por la PRTC.18 

 En desacuerdo, la parte peticionaria radicó la petición de 

epígrafe y le imputó al TPI la comisión del siguiente error: 

Erró el TPI en la aplicación de la doctrina de responsabilidad 

vicaria al concluir que, para liberarse de responsabilidad, la 
PRTC tiene que demostrar que, además de las políticas, 
manuales e instrucciones de la empresa, existen 
mecanismos adicionales que impiden el manejo inapropiado 
de los celulares por parte de empleados o contratistas que 
actúan fuera del marco de sus funciones. 
 

Es su posición que la PRTC no debe responder por las actuaciones 

intencionales del señor Ramos porque fueron totalmente ajenas a 

las funciones que tenía delegadas, las cuales tampoco eran 

irrazonablemente peligrosas.  

 
16 Íd., Anejo 13, págs. 382-397. 
17 Íd., Anejo 14, págs. 398-400. 
18 Íd., Anejo 1, págs. 1-3. 
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Según esboza, como PRTC contrató a Alvacom, la cual, a su 

vez, subcontrató al señor Ramos, únicamente le sería aplicable el 

Art. 1540(e) del Código Civil de Puerto Rico de 2020, supra sec. 

10805(e), y, por esa razón, como las funciones delegadas al señor 

Ramos no eran irrazonablemente peligrosas, no debía aplicarse la 

doctrina de responsabilidad vicaria. En la alternativa, plantea que, 

incluso si se determinara que la parte peticionaria era patrono del 

señor Ramos, tampoco debía responder por las acciones de este 

último porque no se benefició de ellas, lo cual admitió la propia 

recurrida. 

Además, aduce que el TPI se equivocó al aplicar la Ley de 

Compañías de Servicios Temporeros, supra, a la PRTC porque 

ninguna de sus disposiciones está relacionada a la responsabilidad 

vicaria de las empresas envueltas en ese tipo de contratación. 

Asimismo, argumenta que el TPI obvió incluir decenas de 

hechos que la PRTC demostró en su solicitud de sentencia sumaria 

y que la recurrida no controvirtió. Entre estas, señala que la parte 

peticionaria tenía políticas corporativas claras sobre la privacidad 

de la información de los clientes, letreros informativos y supervisión. 

Según arguye, el señor Ramos conocía todo esto, pero decidió 

ignorarlo, evadiendo la vigilancia a la que estaba sujeto.  

Concedimos la oportunidad a la recurrida para exponer su 

posición sobre los méritos del recurso y no lo hizo. 

En adelante, pormenorizamos el derecho aplicable a la 

controversia. 

III. 

A. 

El auto de certiorari es un remedio procesal discrecional que 

permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un tribunal inferior. Medina Nazario v. McNeil 

Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728 (2016). Véase, además, IG 
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Builders et al v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337 (2012). A diferencia 

de una apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad 

de expedir el auto de certiorari de forma discrecional. Rivera 

Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011).  

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1,19 

establece las instancias en las que le foro revisor posee autoridad 

para expedir un auto de certiorari sobre materia civil. Scotiabank 

v. ZAF Corp., et al., 202 DPR 478 (2019). La citada regla delimita 

el alcance jurisdiccional del Tribunal de Apelaciones para atender 

un recurso de certiorari que se trate sobre la revisión de dictámenes 

interlocutorios del Tribunal de Primera Instancia. Mun. Caguas v. 

JRO Contruction, Inc., 201 DPR 703 (2019).  

Si el asunto sobre el cual versa el recurso de certiorari está 

comprendido en una de las instancias establecidas en la Regla 52.1 

de Procedimiento Civil, supra, debemos pasar entonces a un 

segundo escrutinio. El mismo se caracteriza por la discreción que 

ha sido conferida al Tribunal de Apelaciones para autorizar, expedir 

y adjudicar en sus méritos el caso.  

Con el fin de que podamos ejercer de manera sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R.40, establece los 

 
19 Esta Regla dispone que:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se 

recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No obstante, y 
por excepción a lo dispuesto anteriormente, el Tribunal de 

Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios (sic), 

anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos 
que revistan interés público o en cualquier otra situación en la cual 

esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia. Al denegar la expedición de un recurso de certiorari en 

estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 

su decisión.  

Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida por el 
Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el recurso de 

apelación que se interponga contra la sentencia sujeto a lo 

dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no perjudiciales.  
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criterios que debemos tomar en consideración al atender una 

solicitud de expedición de un auto de certiorari. 20 

B. 

El mecanismo procesal de la sentencia sumaria surge de la 

Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra, R. 36.1. El propósito de 

esta regla es facilitar la solución justa, rápida y económica de litigios 

civiles en los cuales no existe controversia real y sustancial de 

hechos materiales que no requieren ventilarse en un juicio plenario. 

Rodríguez García v. UCA, 200 DPR 929, 940 (2018); Bobé et al. v. 

UBS Financial Services, 198 DPR 6, 20 (2017); SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013). Mediante este 

mecanismo, una parte puede solicitar que el tribunal dicte sentencia 

sumaria de la totalidad de la reclamación o de parte de esta. De esta 

forma, se promueve la descongestión de calendarios, así como la 

pronta adjudicación de controversias cuando una audiencia formal 

resulta en una dilación innecesaria. Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 

308, 331-332 (2004).  

Ahora bien, el mecanismo de sentencia sumaria solo está 

disponible para la disposición de aquellos casos que sean claros; 

cuando el tribunal tenga ante sí la verdad de todos los hechos 

esenciales alegados en la demanda; y que solo reste por disponer las 

 
20 Esta Regla dispone lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios al 

determinar la expedición de un auto de certiorari o de una orden 

de mostrar causa: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 

análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto 

en la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la 
luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o de 

alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 

más propicia para su consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 

causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita 

un fracaso de la justicia.  
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controversias de derecho existentes. PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. 

Ins. Co., 136 DPR 881, 911-912 (1994). Asimismo, al evaluarse los 

méritos de una solicitud de sentencia sumaria, el juzgador debe 

actuar guiado por la prudencia, consciente en todo momento de que 

su determinación puede privar a una de las partes de su día en 

corte. León Torres v. Rivera Lebrón, 204 DPR 20, 44 (2020). De la 

mano con este precepto del debido proceso de ley, el juzgador deberá 

utilizar el principio de liberalidad a favor del opositor de la moción, 

lo cual implica que, de haber dudas sobre la existencia de 

controversias de hechos materiales, entonces deberán resolverse a 

favor de la parte que se opone a la moción de sentencia sumaria. 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 138 (2015); 

Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 216-217 (2010). 

Para prevalecer en una moción de sentencia sumaria, su 

promovente tiene que establecer su derecho con claridad y debe 

demostrar que no existe controversia en cuanto a ningún hecho 

material, o sea, ningún elemento de la causa de acción. Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 110. Por hechos 

materiales se entienden aquellos que pueden afectar el resultado de 

una reclamación de acuerdo con el derecho sustantivo. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, pág. 213. La controversia sobre el hecho 

material debe ser real. Íd. A saber: 

[U]na controversia no es siempre real o sustancial, o 
genuina. La controversia debe ser de una calidad suficiente 
como para que sea necesario que un juez la dirima a través 
de un juicio plenario. La fórmula, debe ser, por lo tanto, que 
la moción de sentencia sumaria adecuadamente presentada 
sólo puede negarse si la parte que se opone a ella presenta 
una oposición basada en hechos que puedan mover a un juez 
a resolver a su favor. Si el juez se convence de que no existe 
una posibilidad razonable de que escuchar lo que lee no 
podrá conducirlo a una decisión a favor de esa parte, debe 
dictar sentencia sumaria. Íd., págs. 213-214 citando a P. E. 
Ortiz Álvarez, Hacia el uso óptimo de la sentencia sumaria, 3 
(Núm. 2) Forum 3, 8 (1987). 

 

En suma, deberá demostrar que: (1) no es necesario celebrar una 

vista; (2) el demandante no cuenta con evidencia para probar algún 
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hecho sustancial; y (3) procede como cuestión de derecho. R. 

Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico: Derecho Procesal 

Civil, 2017, pág. 317.  

En contraste, el oponente a la moción de sentencia sumaria 

está obligado a establecer que existe una controversia que sea real 

en cuanto a algún hecho material a la controversia y, en ese sentido, 

no es cualquier duda la suficiente para derrotar la solicitud. 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra. En efecto, la duda 

debe ser tal que permita concluir que existe una controversia real y 

sustancial sobre los hechos materiales. Íd., citando a Ramos Pérez 

v. Univisión, supra, pág. 214. De esta manera, central entre las 

responsabilidades de la parte promovida se encuentra que debe 

puntualizar los hechos propuestos que pretende controvertir, 

haciendo referencia a la prueba específica que sostiene su posición. 

León Torres v. Rivera Lebrón, supra. Es decir, “la parte opositora 

tiene el peso de presentar evidencia sustancial que apoye los hechos 

materiales que alega están en disputa”. Íd. De esta forma, no puede 

descansar en meras aseveraciones o negaciones de sus alegaciones, 

sino que debe proveer contradeclaraciones juradas y documentos 

que sustenten los hechos materiales en disputa. SLG Zapata-

Rivera v. JF Montalvo, supra; Ramos Pérez v. Univisión, supra, 

pág. 215; Cruz Marcano v. Sánchez Tarazona, 172 DPR 526, 550 

(2007). Lo anterior, además, es cónsono con los requerimientos 

establecidos por las Reglas de Procedimiento Civil, supra, en lo 

pertinente a este mecanismo procesal. 

En síntesis, ha quedado establecido que los tribunales no 

podrán dictar sentencia sumaria en cuatro situaciones: (1) cuando 

existan hechos materiales y esenciales controvertidos; (2) cuando 

existen alegaciones afirmativas en la demanda sin refutar; (3) 

cuando surge de los propios documentos que acompañan la moción 

en solicitud de sentencia sumaria que existe una controversia sobre 
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algún hecho material o esencial; o (4) cuando no procede como 

cuestión de Derecho. Oriental Bank v. Perapi, 192 DPR 7, 26-27 

(2014). 

En materia estrictamente procesal, de acuerdo con las Reglas 

36.1 y 36.2 de Procedimiento Civil, supra, R. 36.1 y 36.2, el 

promovente de la moción de sentencia sumaria deberá establecer, 

mediante declaraciones juradas o con prueba admisible en 

evidencia, que no existe controversia real respecto a hechos 

materiales de la controversia. Específicamente, la Regla 36.1 de 

Procedimiento Civil, supra, prescribe el momento en que una parte 

reclamante puede solicitar una sentencia sumaria a su favor, 

estableciendo lo siguiente: 

Una parte que solicite un remedio podrá presentar, en 
cualquier momento después de haber transcurrido veinte 
(20) días a partir de la fecha en que se emplaza a la parte 
demandada, o después que la parte contraria le haya 
notificado una moción de sentencia sumaria, pero no más 
tarde de los treinta (30) días siguientes a la fecha límite 
establecida por el tribunal para concluir el descubrimiento 
de prueba, una moción fundada en declaraciones juradas o 
en aquella evidencia que demuestre la inexistencia de una 
controversia sustancial de hechos esenciales y pertinentes, 
para que el tribunal dicte sentencia sumariamente a su favor 
sobre la totalidad o cualquier parte de la reclamación 
solicitada. 
 

En cambio, la Regla 36.2 de Procedimiento Civil, supra, regula el 

momento en que una parte contra quien se reclama solicita el 

remedio de la sentencia sumaria, disponiendo lo siguiente: 

Una parte contra la cual se haya formulado una reclamación 
podrá presentar, a partir de la fecha en que fue emplazado 
pero no más tarde de los treinta (30) días siguientes a la 
fecha límite establecida por el tribunal para concluir el 
descubrimiento de prueba, una moción fundada en 
declaraciones juradas o en aquella evidencia que demuestre 
la inexistencia de una controversia sustancial de hechos 
esenciales y pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia 
sumariamente a su favor sobre la totalidad o cualquier parte 
de la reclamación. 
 

Entretanto, la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, supra, R. 

36.3, establece el procedimiento para la consideración de la moción 

de sentencia sumaria, así como el contenido de la moción y de la 

contestación de la parte promovida. Respecto a la moción solicitando 
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que se dicte una sentencia sumaria, la Regla 36.3(a) de 

Procedimiento Civil, supra, R. 36.3(a), dispone que tendrá que 

desglosar lo siguiente:  

(1) una exposición breve de las alegaciones de las partes;  

(2) los asuntos litigiosos o en controversia;  
(3) la causa de acción, reclamación o parte respecto a la cual 
es solicitada la sentencia sumaria;  
(4) una relación concisa, organizada y en párrafos 
enumerados de todos los hechos esenciales y pertinentes 
sobre los cuales no hay controversia sustancial, con 
indicación de los párrafos o las páginas de las declaraciones 
juradas u otra prueba admisible en evidencia donde se 
establecen estos hechos, así como de cualquier otro 

documento admisible en evidencia que se encuentre en el 
expediente del tribunal;  
(5) las razones por las cuales debe ser dictada la sentencia, 
argumentando el derecho aplicable, y  
(6) el remedio que debe ser concedido. 

  

 Mientras tanto, la Regla 36.3(b) de Procedimiento Civil, supra, 

R. 36.3(b) prescribe que la contestación a la moción de sentencia 

sumaria debe contener, además de los sub incisos (1), (2) y (3) del 

inciso (a): una relación de los hechos esenciales y pertinentes que 

están en controversia, con referencia a los párrafos enumerados por 

la parte promovente y con indicación de la prueba en la que se 

establecen esos hechos; una enumeración de los hechos que no 

están en controversia; y las razones por las cuales no se debe dictar 

la sentencia, argumentando el derecho aplicable. 

 A estas disposiciones, la Regla 36.3(c) de Procedimiento Civil, 

supra, R. 36.3(c) añade que, cuando se presente una moción 

solicitando sentencia sumaria y se sostenga conforme a la Regla 36, 

supra, la parte promovida no podrá descansar únicamente en las 

aseveraciones contenidas en sus alegaciones. Por el contrario, 

estará obligada a contestar tan detallada y específicamente 

como lo haya hecho la parte promovente de la moción. Íd. De no 

hacerlo, la referida Regla prescribe que se dictará la sentencia 

sumaria en su contra, si procede. Íd. 

De otra parte, en Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 

supra, el Tribunal Supremo delineó el estándar que el Tribunal de 
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Apelaciones debe utilizar para revisar una denegatoria o una 

concesión de una moción de sentencia sumaria.  

En primer lugar, reafirmó que el Tribunal de Apelaciones se 

encuentra en la misma posición que el TPI al momento de revisar 

solicitudes de sentencia sumaria, siendo su revisión una de novo y 

teniendo la obligación de regirse por la Regla 36 de Procedimiento 

Civil, supra, y los criterios que la jurisprudencia le exige al foro 

primario. Íd., pág. 118. Asimismo, deberá examinar el expediente de 

la manera más favorable hacia la parte promovida, llevando a cabo 

todas las inferencias permisibles a su favor. Íd. Ahora bien, 

reconoció que el foro apelativo está limitado, toda vez que no podrá 

tomar en consideración evidencia que las partes no presentaron 

ante el foro primario, ni podrá adjudicar los hechos materiales en 

controversia. Íd. 

En segundo lugar, prescribió que el Tribunal de Apelaciones 

deberá revisar que tanto la moción en solicitud de sentencia 

sumaria, como la oposición, cumplan con los requisitos de forma 

codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra. Íd. 

En tercer lugar, mandató que, ante la revisión de una 

sentencia dictada sumariamente, el Tribunal de Apelaciones deberá 

revisar si en realidad existen hechos materiales en controversia y, 

de haberlos, estará obligado a exponer específicamente cuáles 

hechos materiales están en controversia y cuáles no, en 

cumplimiento con la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, supra, R. 

36.4. Íd. 

En cuarto lugar, dispuso que, si encuentra que los hechos 

materiales realmente no están en controversia, entonces el Tribunal 

de Apelaciones deberá revisar de novo si el foro primario aplicó 

correctamente el Derecho. Íd., pág. 119. 
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C. 

 Sabido es que, en nuestro ordenamiento, una de las fuentes 

de las obligaciones es la culpa o negligencia cuando causa daños. 

Concretamente, el Art. 1536 del Código Civil de 2020, supra sec. 

10801, establece que “[l]a persona que por culpa o negligencia causa 

daño a otra, viene obligada a repararlo”. Por su naturaleza, este 

Artículo, así como su predecesor, el Art. 1802 del Código Civil de 

1930, 31 LPRA ant. sec. 5141, crea una norma de responsabilidad 

personal. Es decir, este tipo de responsabilidad aplica, de ordinario, 

a la persona que actúa y causa el daño.  

 Ahora bien, como excepción a esta norma, el Art. 1540 del 

Código Civil de 2020, supra sec. 10805, instituye la responsabilidad 

vicaria, según la cual ciertos tipos de personas naturales o jurídicas 

responden por las acciones de sus dependientes. Entre estas, el 

inciso (d) del referido Artículo preceptúa que responden “los 

patronos públicos o privados, por los daños que causan sus 

empleados en el servicio de las ramas en que los tengan empleados 

o con ocasión de sus funciones”. Íd. (Subrayado nuestro). Mientras 

tanto, el inciso (e) prescribe que responden “los empleadores, por los 

daños que causa un contratista independiente cuando le 

encomiendan una actividad irrazonablemente peligrosa”. Íd. 

(Subrayado nuestro). Asimismo, el Artículo dispone que los patronos 

y los empleadores podrán exigir de los dependientes la restitución 

de lo pagado. Íd.  

Estas disposiciones atemperaron el estatuto al desarrollo 

jurisprudencial respecto a la doctrina de responsabilidad vicaria. 

Nuestro Tribunal Supremo había reconocido que la responsabilidad 

vicaria, estatuida en el Art. 1803 del Código Civil de 1930, supra 

ant. sec. 5142, surgía como excepción al principio de 

responsabilidad personal por los actos propios, la cual únicamente 

podía aplicarse a las personas o entidades incluidas específicamente 
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en el estatuto. Cruz Flores et al. v. Hosp. Ryder et al., 210 DPR 

465, 486 (2022). En cuanto a los patronos, se les responsabiliza por 

los daños que ocasionen sus empleados en el ejercicio de su trabajo, 

pero se le permite liberarse si demuestra que empleó toda la 

diligencia de un buen padre de familia. Íd., citando a Pérez et al. v. 

Lares Medical et al., 207 DPR 965, 982-983 (2021). 

 Así, se establece una presunción legal rebatible de que la 

culpa o negligencia es del patrono por no ejercer la debida diligencia 

para evitar el daño causado por el empleado, salvo que se pruebe lo 

contrario. Íd. Esta presunción responde a la relación de autoridad o 

superioridad de las personas citadas en el referido Artículo, respecto 

a los causantes directos del daño. Íd. Para lograr activar esta 

presunción de culpa contra el patrono, su promovente tiene que 

establecer primar facie: “(1) una relación de dependencia entre el 

patrono y el empleado, (2) que el empleado actuó en el desempeño 

de los ramos de su oficio con el propósito de servir y proteger los 

intereses del patrono, y (3) que el empleado tuvo culpa en el 

desempeño de esas funciones”. Pérez et al. v. Lares Medical et 

al., supra, pág. 983. 

A esta forma de culpa también se le conoce como la culpa in 

vigilando, in instruendo o in eligiendo del patrono. Íd. Ello significa 

que se evalúa si, de haber sido el patrono diligente en vigilar, instruir 

o escoger a sus empleados, el daño no hubiese ocurrido. Íd.  

Al momento, nuestro más alto foro no ha variado estas 

directrices jurisprudenciales respecto a la doctrina de 

responsabilidad vicaria, respecto al Art. 1540 del Código Civil de 

Puerto Rico de 2020, supra. Y es que nada en el nuevo estatuto 

sugiere que sea necesario alterarlas. 

IV. 

 En el caso de marras, el TPI emitió una Resolución en la que 

rechazó dictar sentencia sumaria desestimando la causa de acción 
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del caso de epígrafe en contra de la PRTC. A su juicio, estaba en 

controversia si la PRTC y Alvacom tenían responsabilidad por los 

hechos alegados en la demanda, si la parte peticionaria tenía 

suficientes mecanismos para prevenir el acto cometido por el señor 

Ramos y si la señora Ortiz Cabrera sufrió daños y a cuánto ascendía 

la cuantía de estos. Según concluyó, existía suficiente prueba para 

creer que podría existir responsabilidad por parte de la PRTC y, por 

ello, ordenó la continuación ordinaria de los procedimientos. 

 En desacuerdo, la PRTC plantea que la acción debió ser 

desestimada por falta de causa de acción, toda vez que no se 

conforma ninguna de las circunstancias que permiten la imposición 

de responsabilidad vicaria. A su entender, las acciones del señor 

Ramos fueron totalmente ajenas a las funciones que tenía 

delegadas, las cuales tampoco eran irrazonablemente peligrosas. 

También, aduce que el TPI omitió incorrectamente realizar una 

multiplicidad de determinaciones de hechos incontrovertidos que 

fueron establecidos en la solicitud de sentencia sumaria. 

 Tras un análisis objetivo, sereno y cuidadoso del expediente, 

en correcta práctica adjudicativa apelativa, resolvemos que debemos 

abstenernos de ejercer nuestra función revisora y rechazar 

intervenir con la determinación del TPI. Un examen sosegado del 

expediente del caso ante nuestra consideración, la Resolución 

recurrida y la Petición de Certiorari, no arroja error que amerite 

nuestra intervención, en esta etapa de los procedimientos. La 

determinación del TPI de que existían hechos controvertidos 

encuentra apoyo en la abundante prueba sometida y sus 

conclusiones de derecho gozan de corrección jurídica. Por ello, no 

debemos variar su criterio. 

V. 

Por los fundamentos pormenorizados, se deniega la expedición 

del auto de certiorari. 
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Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaría del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


